EXPEDIENTE: D-2877/08-09                                  

AUTOR: SEÑOR DIPUTADO NAVARRO LUIS FERNANDO

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°. Sustitúyanse los artículos 3, 7, 9, 10, 11, 13, 15, 18, 19, 81, 83 y 84 de la Ley N° 12.061 – Orgánica del Ministerio Público – y sus modificatorias, por los siguientes:

Artículo 3.- Defensa. El servicio de la Defensa Pública será desempeñado por defensores oficiales, con autonomía funcional e independencia técnica, bajo la coordinación del Defensor de la Suprema Corte de Justicia y en función de las pautas generales acordadas con el Consejo instituido en el artículo 83 de la presente ley.

Como colaboradores del servicio de la Defensa Pública, podrán actuar abogados de la matrícula, en las condiciones y con las responsabilidades que establezca la reglamentación.

Artículo 7°.- Recursos. Además de los recursos previstos en el Presupuesto General del Poder Judicial, el Ministerio Público tendrá asignada una partida especial para atender los gastos que demanden el equipamiento de los órganos, capacitación de sus miembros, el sostenimiento de programas de asistencia y protección a la víctima, testigos e incapaces y el debido cumplimiento de sus funciones.
Asimismo dispondrá de una cuenta especial formada con los honorarios y costas regulados en su favor y las multas impuestas en los procesos penales.

Los recursos previstos en el presupuesto anual deberán ser asignados equitativamente entre los miembros del Ministerio Público.

Para ello se considerarán parámetros que aseguren los recursos entre los órganos del Ministerio Público de manera tal que no se jerarquise una función en detrimento de la otra.

Artículo 9°.- Miembros. Son Miembros del Ministerio Público:

1) El Procurador General de la Suprema Corte de Justicia.

2) El Subprocurador General de la Suprema Corte de Justicia.

3) El Fiscal y el Defensor de la Suprema Corte de Justicia.

4) Los Adjuntos del Fiscal Y Defensor de la Suprema Corte.
5) Los Fiscales de Cámaras y Defensores Generales departamentales.

6) Los Agentes Fiscales, los Defensores Oficiales y los Asesores de Incapaces.

Artículo 10°.- Para ser Fiscal o Defensor de la Suprema Corte deberán reunirse los mismos requisitos contemplados en el artículo 177 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires para ser Juez de la Suprema Corte.

Para ser Fiscal o Defensor General Departamental, se requieren seis años de antigüedad en el ejercicio de la profesión y las mismas condiciones necesarias para ser Juez de Cámara.

Para ser Agente Fiscal, Defensor Oficial, asesor de Incapaces o Adjunto, se requieren tres (3) años en el ejercicio de la profesión y las mismas condiciones necesarias para ser Juez de primera instancia.

Artículo 11°.- El Procurador, Subprocurador General, el Fiscal y el Defensor de la Suprema Corte deberán prestar juramento ante la misma.

Los Fiscales de Cámaras y Defensores Generales Departamentales, también deberán prestar juramento ante la Suprema Corte de Justicia, la que podrá delegar la realización del acto en el Procurador General.

Los Adjuntos del Fiscal y Defensor de la Suprema Corte de Justicia lo hará ante sus respectivos titulares.

Los restantes miembros del Ministerio Público deberán prestar juramento ante el Fiscal de Cámaras y Defensor General Departamental. 

Artículo 13°.- Corresponde al Procurador General de la Suprema Corte de Justicia:

1) Fijar las políticas generales del Ministerio Público Fiscal y de los Asesores de Incapaces, y controlar su cumplimiento pudiendo dictar instrucciones generales a sus efectos.

2) Asignar funciones de Fiscales Departamentales Adjuntos a los Agentes Fiscales que a tal efecto proponga cada Fiscal de Cámaras en su Departamento Judicial.

3) Recibir denuncias y promover investigaciones.
4) Evacuar consultas del Ministerio Público Fiscal y de los Asesores de Incapaces.

5) Promover la acción de remoción contra el Juez o integrante del Ministerio Público que haya incurrido en hechos o conductas que den lugar a su enjuiciamiento, en caso de hallar fundamento suficiente.

6) Controlar el estado de despacho y desenvolvimiento de las tareas de Juzgados y Tribunales de cualquier fuero. A tal efecto podrán efectuar verificaciones y requerir pronto despacho de cualquier asunto, por sí  o por intermedio de los demás miembros del Ministerio Público deduciendo con facultades amplias y sin limitación de recursos y quejas tendientes a obtener una rápida administración de justicia, cuando ha vencido el término legal para dictar sentencia, resolución o auto, o se produzcan dilaciones indebidas reiteradas. De oficio, por denuncia de interesado, deducirá la acción contra el Juez negligente ante quuien corresponda.

7) Intervenir en todas las causas que lleguen a la Suprema Corte de Justicia para las que se encuentre legitimado.

8) Sostener los recursos interpuestos por el Ministerio Público Fiscal o desistir de ellos mediante dictamen fundado, y recurrir y actuar ante los tribunales superiores cuando lo estime pertinente.

9) Vigilar el cumplimiento del deber de reserva.

10) Presidir y convocar los Consejos de Fiscales y Asesores de Incapaces, cuando lo estime necesario, y dictar sus reglamentos.

11) Dictar reglamentos y resoluciones que hagan al funcionamiento de los 

órganos que integran el Ministerio Público Fiscal y Asesorías de Incapaces.

12) Proponer a los funcionarios auxiliares y empleados de la Procuración, y sostener las propuestas de los demás titulares de las dependencias del Ministerio Público, para su nombramiento por la Suprema Corte de Justicia.

13) Administrar los recursos humanos y materiales del Ministerio Público, respetando la autonomía de la Defensa Pública, y conforme a las directivas y reglas generales dictadas para el Poder Judicial.
14) Participar en el proyecto del presupuesto anual del Poder Judicial a los fines previstos por el artículo 8 y en las modificaciones que se estimaren necesarias, y administrar y disponer los fondos de la cuenta especial del Ministerio Público, distribuyendo en forma equitativa la partida asignada.

15) Coordinar con la Suprema Corte de Justicia las cuestiones que interesen conjuntamente al Tribunal y la Procuración General y dictaminar en todas las que deba resolver dicho Tribunal en materia de superintendencia.

16) Informar a la Suprema Corte de Justicia las cuestiones que se relacionen con el funcionamiento de la Procuración General, a fin de dar cumplimiento a lo estatuido en el artículo 165 de la Constitución de la Provincia.

17) Organizar y propiciar actividades académicas tendientes a una mayor capacitación y especialización de los miembros del Ministerio Público.
18) Dirigir la Curaduría Oficial de Alineados.

19) Dirigir la Policía Judicial y la Policía en función judicial.

20) Delegar sus facultades en los órganos inferiores del Ministerio Público, cuando resultare pertinente.

21) Requerir a la Suprema Corte de Justicia la imposición de sanciones disciplinarias expulsivas e imponer las correctivas en comunicación a aquella respecto a los integrantes del Ministerio Público Fiscal y asesorías de Incapaces.

22) Celebrar convenios con entidades  públicas y privadas para una mejor prestación del servicio del Ministerio Público Fiscal.

23) Publicar anualmente una memoria de las labores realizadas.

24) Informar objetivamente a los medios de comunicación social sobre los principales asuntos o investigaciones, absteniéndose de vulnerar el principio de inocencia, el derecho a la intimidad, la dignidad de las personas y la reserva de las actuaciones judiciales.
25) Toda otra función que le señale la ley o sea indispensable para el cumplimiento de las facultades y deberes del cargo.

26) Dictar el reglamento de convocatoria y funcionamiento del Consejo de Fiscales y Asesores.

27) Participar en las deliberaciones del Consejo de la Magistratura, a fin de informar sobre los antecedentes de los postulantes, en los términos del art.21 de la Ley 11.868.

Artículo 18°.-Corresponde al Fiscal de la Suprema Corte:

1) Organizar el funcionamiento de la dependencia a su cargo, ejerciendo la coordinación del servicio de la Defensa Pública, y proponer al Procurador General los funcionarios y empleados necesarios para realizar su labor.

2) Actuar y continuar la defensa oficial, por sí o por medio de los Defensores Adjuntos, ante el Tribunal de Casación, ante la Suprema Corte de Justicia y demás Tribunales Superiores, interponiendo los recursos que correspondan cuando fuere pertinente. En los restantes casos los interpondrá el Defensor Oficial según lo establecido en el artículo 21 inciso 2).
3) Dictar instrucciones generales relacionadas con su cometido específico.

4) Asistir al Procurador General en el ejercicio de la administración de los recursos humanos y materiales del servicio de la Defensa Pública, llevando a cabo las funciones que aquel le delegare a tal fin.

5) Presidir y convocar el Consejo de Defensores.

6) Emitir opinión a fin de informar al Consejo de la Magistratura sobre los antecedentes y condiciones de los postulantes en los concursos para la cobertura de cargos de Defensores Oficiales.

7) Velar por la promoción, protección y defensa de los derechos humanos, en particular, por el aseguramiento de condiciones dignas de detención de las personas, mayores o menores de edad, alojadas en establecimientos públicos y/o privados. Tendrá a su cargo la organización y funcionamiento de un Banco de Datos que centralice y registre en forma reservada la información obtenida por las Defensorías Oficiales sobre hechos de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.
8) Ejercer la potestad disciplinaria en las condiciones y de acuerdo con las normas reglamentarias aplicables.

9) Organizar y propiciar actividades académicas destinadas a la capacitación y especialización de los miembros del Ministerio Público de Defensa.

10) Representar al Ministerio Público de Defensa de la Provincia de Buenos Aires.

11) Evacuar las consultas que formulen los miembros de la Defensa Oficial que sean de la órbita de su competencia.

12) Llevar a cabo las actividades necesarias o conducentes al logro de los fines de la Defensa Pública, promoviendo, entre otras, la descentralización de Defensorías a fin de asegurar el acceso a la Justicia y el derecho a la Defensa.

Artículo 19°.- Corresponde al Defensor General Departamental: 

1) Ejercer la superintendencia del Ministerio Público de Defensa, conforme  a las pautas generales establecidas por el Consejo de Defensores, el Defensor de la Suprema Corte de Justicia y, cuando correspondiere, el Procurador General.
2) Ejecutar la política general del servicio de Defensa Oficial para su departamento, con resguardo de la autonomía funcional de los defensores oficiales que en él actúan, realizando todas las acciones conducentes para su eficaz prestación y la protección integral del derecho de defensa.

3) Ejercer la dirección funcional y técnica de la Defensa Oficial, asumiendo la realización o supervisión directa de las defensas en los asuntos de mayor complejidad o gravedad, bajo su responsabilidad.

4) Organizar el funcionamiento del Ministerio de la Defensa Oficial y proponer al Procurador General los funcionarios auxiliares y empleados necesarios para desarrollar su tarea.
5) Coordinar y dirigir la labor de los Defensores Oficiales, funcionarios auxiliares y empleados, pudiendo a tal efecto organizar la asignación de causas mediante métodos equitativos de distribución, establecer guardias temporales y zonales, y convocarlos periódicamente para elaborar líneas de acción que tiendan al mejoramiento de cada área.

6) Designar a uno o más integrantes del Ministerio de la Defensa Oficial  para que actúen en un asunto determinado o en vario de ellos, con o sin desafectación de su tarea habitual, reemplazarlos entre sí, formar equipos que trabajen conjuntamente o abocarlos a un caso específico, procurando respetar el principio de unidad de la defensa.

7) Remitir periódicamente a la Suprema Corte y a la Procuración General, a través del Defensor de la Suprema Corte, un informe estadístico de la labor de la Defensa Pública.

8) Dictaminar en las cuestiones que corresponda resolver a la Cámara con superintendencia delegada o no, y coordinar con ésta las cuestiones que interesen a los locales y edificios ocupados por el Ministerio Público de la Defensa.
9) Solicitar al Fiscal de Cámaras la colaboración de la policía judicial o la policía en función judicial.

10) Supervisar  el desempeño de los integrantes de la Defensa Pública de conformidad a las leyes y reglamentos vigentes.

11) Ejercer la potestad disciplinaria en las condiciones y de acuerdo con las normas reglamentarias aplicables.

Artículo 20°.- La función del Defensor General Departamental será ejercida en cada departamento judicial por un Defensor Oficial elegido por el Defensor de la Suprema Corte hasta tanto se provea definitivamente el cargo.

Artículo 81°.- El Consejo de Fiscales estará integrado por:

1) El Procurador General de la Suprema Corte de Justicia.

2) El Fiscal de la Suprema Corte de Justicia.

3) Los Fiscales de Cámaras Departamentales.
Artículo 83°.- El Consejo de Defensores estará integrado por:

1) El Defensor de la Suprema Corte de Justicia.

2) Los Defensores Generales Departamentales.

3) Un representante del Colegio de Abogados de la Provincia.

Artículo 84°.- Corresponde al Consejo de Defensores:

1) Proponer las directrices generales para la actuación de los integrantes del servicio de la Defensa Pública, de modo de garantizar la efectiva vigencia de la garantía de la defensa de la persona y los derechos.

2) Asistir al Defensor de la Suprema Corte de Justicia, en la elaboración de la propuesta referida en el artículo 7° de la presente ley.

3) Acordar los criterios para la confección de estadísticas, la realización de políticas de capacitación y la elaboración de proyectos de reformas.

Fundamentos

       En pos de salvaguardar el diseño constitucional del debido proceso y la garantía de la defensa en juicio, el presente proyecto tiene por objeto compatibilizar las exigencias de nuestra Constitución Nacional y de los tratados internacionales incorporados a ella con la concepción del Ministerio Público que se expresa en el art. 189, ha otorgado al Procurador General de la Suprema Corte de Justicia la superintendencia sobre la totalidad del Ministerio Público, es decir, sobre el Ministerio Público Fiscal y sobre el Ministerio Público de la Defensa. Pero esta superintendencia no puede ser absoluta si es que pretendemos garantizar adecuadamente el derecho de defensa, y nos coloca, como legisladores, frente al desafío de enmarcar el ordenamiento jurídico provincial en el régimen constitucional vigente en nuestra Nación, incluidos los tratados internacionales incorporados a nuestra Carta Magna.

     La Constitución Provincial asegura la tutela judicial continua y efectiva, el acceso irrestricto a la justicia, la gratuidad de los trámites y la asistencia letrada a quienes carezcan de recursos suficientes y la inviolabilidad de la defensa de la persona y de los derechos en todo procedimiento administrativo o judicial…(art.15).
     El sistema judicial de la provincia debe velar incondicionalmente y ante cualquier situación porque estas garantías se cumplan.

     El derecho de defensa es un derecho humano fundamental e inalienable que ha sido reconocido en los instrumentos internacionales de derechos humanos, y garantizarlo es una obligación esencial del estado.

     En el sistema universal, la Declaración Universal de Derechos Humanos establece el acceso a la justicia sin discriminación (art. 3) y en su art. 11.1 señala que toda persona tiene derecho a que se aseguren las garantías necesarias para su defensa.

     El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos consagra el derecho de defensa en materia penal, (art. 14.3.b) como así el derecho a la asistencia jurídica gratuita, al señalar en el inc. D del art. 14 el derecho que toda persona tiene a que se le nombre un Defensor de Oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo.

     El reconocimiento de estos derechos debe conllevar la correlativa obligación de los Estados de adoptar las medidas oportunas para dictar las medidas legislativas o de otro carácter que fueran necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el Pacto.
     Asimismo el sistema interamericano de protección de derechos humanos reconoce expresamente el derecho de Defensa (art. XXVI de la Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre, art. 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos).

    En ambos sistemas debe interpretarse que las garantías tienen obligatoriedad en todo procedimiento que afecte un derecho fundamental del individuo.

     La Cláusula Federal (art. 5, CN) impone a las provincias asegurar la vigencia de los principios, derechos y garantías de la Constitución Nacional y la administración de justicia. A su vez, el art. 31 establece la supremacía de la Constitución y los tratados internacionales por sobre las constituciones y leyes provinciales.

     Las provincias tienen obligación de organizar su aparato estatal de forma tal de asegurar la inviolabilidad del derecho de defensa en juicio y el debido proceso legal (arts.18 y 33, CN), bajo el fin preambular de afianzar la justicia.

     El catálogo de derechos y garantías de la Constitución Nacional que las provincias deben asegurar en sus constituciones se ha ampliado sustancialmente luego de la reforma de 1994, con la incorporación de los tratados internacionales de derechos humanos jerarquizados por el art.75 inc.22, 2° párrafo.

     Entre estas garantías, figura en primer lugar la defensa pública, como derivación esencial del debido proceso legal (arts. 18 y 33, CN; 11, DUDH; 9.2 PIDCP), cuya violación acarrea la inconstitucionalidad del proceso viciado de indefensión del procesado. Ahora bien, de acuerdo al Pacto de San José de Costa Rica, los Estados nacionales deben asegurar que las provincias (arts. 2 y 28, CADH) organicen su estructura judicial de manera de asegurar a todo procesado en sede penal “la concesión de tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa” (art.8.2.c); “el derecho de todo inculpado de ser asistido por un defensor, comunicarse libre y privadamente con su defensor” (art.8.2.d); y “el derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrase defensor dentro del plazo establecido por la ley” (art. 8.2.e).
     El fin que persigue esta garantía es el de lograr la igualdad de armas entre el acusado y el órgano de persecución estatal. El derecho a ser juzgado en plena igualdad (art. 10, DUDH) impone a los Estados el deber de remover los obstáculos que impiden o dificultan el acceso a la justicia (Corte IDH, OC-10/91; caso Cantos vs Argentina, de 2002), así como la adopción de medidas de acción positiva que logren la equiparación real del proceso (Corte IDH, OC-16/98).
     Entre las medidas que los Estados deben adoptar, se encuentra la de garantizar la asesoría legal de los procesados, concediendo los medios adecuados para su defensa (Corte IDH, caso Hilarie, Constantine y otros, de 2002; caso Sánchez, de 2003).

     Además de estas obligaciones supraprovinciales, existe otro mandato imperativo, proveniente de la propia Constitución provincial: el asegurar la tutela continua e ininterrumpida de los derechos y garantías reconocidos en ella, en la Constitución Nacional y en los tratados internacionales, de forma de garantizar el acceso irrestricto a la justicia (art.15, CTBA). Uno de los pilares fundamentales del acceso a la justicia es el de la provisión de ayuda legal a quienes no pueden proveerla, siendo esta prestación un elemento esencial del “servicio” de justicia, pilar del Estado de Derecho.
     En ese contexto, es evidente que el ejercicio de la superintendencia que tiene el Procurador General sobre los restantes miembros del Ministerio Público (art. 189 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires), no puede tener los mismos alcances para dos funciones netamente contradictorias como son las de acusar y defender; pues de entenderse así se vería desnaturalizada plenamente la inviolabilidad de la defensa de la persona y de los derechos en todo procedimiento administrativo o judicial (art. 15 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires).

     Los roles de Defensor y Fiscal exigen de quien es adversario procesal de otro, a su vez no esté subordinado en aspectos funcionales.

     El debido proceso requiere de sujetos independientes que impulsen sus roles específicos, esto es un acusador, un defensor y un tercero que decida. Esta división de roles, que es potenciada por el sistema acusatorio instaurado en la provincia, es la base sobre la que se pretende democratizar el proceso penal. Del mismo modo que el sistema de gobierno, para ser republicano, requiere de la división de poderes, aún cuando todos ellos converjan en la mejor administración del estado, el sistema judicial necesita de tres sujetos procesales que interactúen según sus cometidos institucionales (jurisdicción, persecución penal y defensa del imputado) para otorgar transparencia al proceso penal y a la Justicia toda. Lo contrario significaría mantener rasgos de un sistema inquisitivo, donde la suma de atribuciones que detentaba el Inquisidor, tornaba superfluos los demás intervinientes de proceso.

     La cuestión presupuestaria y organizacional es esencial a los fines perseguidos, garantizando que la paridad de recursos no sea ilusoria a través de una adecuada y razonable distribución de los mismos.

     Ahora bien, se ha hablado de pasos en dirección a la consensuada y necesaria autonomía de la Defensa Pública, y en ese camino se puede seguir avanzando, sin detenerse a esperar una hipotética reforma constitucional que establezca expresamente esa autonomía. Nuestra obligación es no sólo consolidar lo obtenido hasta la fecha, sino avanzar en la determinación de roles y funciones que consagren adecuadamente esa garantía mediante un régimen compatible con ambas normas constitucionales.

    Si en su momento, mediante una resolución del procurador (la 479/98), se pudo plasmar la separación mediante la delegación de la dirección del Servicio de la Defensa Oficial -tanto civil como penal- de la Provincia en manos de la Defensoría de Casación, ¿cómo no vamos a poder materializarlo los legisladores a través de una norma clara y razonable? 

     Aquella experiencia permitió que se produjeran desde esa dirección de la defensa, acciones t proyectos específicamente relacionados con la Defensa Pública Provincial (la puesta en marcha del nuevo esquema de Defensa provincial con la designación de Defensores Generales interinos; el desarrollo informático en distintas áreas: SIMEP. Sistema de Ejecución, Banco de Datos de Casos de Torturas y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, Sistema de consulta de Recursos, Jurisprudencia, página Web: www.defensapública.org.ar; el desarrollo de sistemas de estadísticas propias de la defensa, la creación del CEDEP –Centro de Estudios para la defensa pública- desde donde se desarrollaron numerosas jornadas, cursos y talleres de capacitación para los miembros del Ministerio Público de la Defensa tanto civil, como penal; la Revista Garantías con contenido académico donde se difundieron numerosos artículos doctrinarios, fallos comentados, etc.; descentralizaciones de servicios de defensorías civiles con el fin de facilitar el acceso a la Justicia de los sectores más pobres, a través del Programa de Defensorías descentralizadas en Casas de Justicia.
    El avance que propugnamos nos acerca aún más al criterio en que se fundó la ley 12.061. Decía el Poder Ejecutivo en el mensaje de elevación: “El sistema se estructura sobre la base de un defensor de Casación, cabeza del sistema de defensa pública provincial y la creación de secciones departamentales y unidades funcionales de la Defensa”. También con la ley 11.982 e3n sus arts. 11 y 4 se encomendó la organización funcional, administrativa e informática, así como el cooperar en la eficaz implementación del sistema procesal penal (en el área de la defensa a la Defensoría de Casación).
     Y ello es a consecuencia de que la Defensoría de Casación es una Defensoría Provincial que tiene actuación jurisdiccional ante los tribunales superiores. Tribunal de Casación Penal, la Suprema Corte Provincial, La Corte Federal y organismos Supranacionales, lo que permite el desarrollo de estrategias integrales frente a los cuerpos de jurisprudencia que cada uno de esos órganos jurisdiccionales produce, y que necesariamente obliga a trabajar con las Defensorías departamentales para establecer criterios únicos de actuación provincial. (principios de unidad e invisibilidad que debe observar la Defensa)
     Esta práctica se sostiene sobre la base de una indispensable comunicación entre la Defensoría de Casación y las Unidades de Defensa departamentales, vinculación que le permite tener una visión y monitoreo permanente de la actividad y necesidades de la defensa a nivel provincial (art. 18, ley 12.061), situación que se da en la práctica diaria al brindar asistencia en cuanto información jurisprudencial, trámites de recursos, y en el marco de esta comunicación se revelad datos relacionados con requerimientos de los departamentos –tanto en materia de recursos humanos y materiales, como dificultades de gestión, necesidades en ámbitos de capacitación, etc.-

     La necesidad de un organismo cabeza del servicio de Defensa se debe entrelazar con la actividad jurisdiccional ya que ésta no importa sólo y exclusivamente la adopción de decisiones en el caso concreto referente a cada causa, sino que implica la toma de decisiones estratégicas concretando planteos temáticos y decidiendo las cuestiones a someter a los máximos organismos.
     Esto sólo es posible si existe una máxima autoridad en el ámbito de la defensa que posibilite contar con una visión de conjunto y con las facultades para poder orientar y fijar políticas uniformes que fortalezcan y optimicen el funcionamiento y recursos del Ministerio público de la Defensa.

      Así, por ejemplo, en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, a diferencia de lo que ocurría antes de la reforma procesal penal de 1998, en donde el seguimiento de los planteos dependía de la decisión de cada uno de los integrantes de las distintas unidades funcionales de defensa, en la actualidad existe un órgano máximo de la defensa en materia jurisdiccional que, por tener una visión de conjunto con relevamiento y sistematización de las problemáticas generales que se llevan a conocimiento del Tribunal de Casación por parte de los distintos defensores de los 18 departamentos judiciales, permite adoptar decisiones estratégicas de seguimientos de casos o bloques de casos que encierren una unidad temática común y que luego tendrán impacto a nivel provincial. Ese es el camino que procuramos profundizar con la presente iniciativa.
     La visión macro de la operatividad del sistema penal por parte de quien se encuentra con la obligación de actuar e interponer recursos ante los tribunales superiores permite la actuación de la defensa en ámbitos y escenarios distintos a lo estrictamente jurisdiccional. El relevamiento y la utilización de la información permiten la formulación de presentaciones ante diferentes poderes del Estado y ante diferentes organismos supranacionales o no gubernamentales con el objetivo de llamar la atención a modo de “alerta temprana” ante determinada situación o procurar la corrección de ciertas disfuncionalidades (por ejemplo, superpoblación carcelaria, trato digno a los detenidos, condiciones de detención, etc.).

     Atento a todo lo expuesto, en el presente proyecto de ley se parte de una interpretación dinámica e integradora que no torna en letra muerta el artículo 189 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y que a su vez garantiza la estricta observancia de la Constitución Nacional y de los tratados internacionales incorporados a ella.
     A tal fin, se garantiza la autonomía de la Defensa Pública sin afectar las funciones de superintendencia que corresponde ejercer al Procurador General sobre los restantes miembros del Ministerio Público.

